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Señor 

JUEZ ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Tunja (Boyacá) 
 
 
 
SILVINO RAMIREZ SOTO, persona mayor de edad, vecino y residente en la 
ciudad de Tunja, identificado tal y como aparece al píe de mi correspondiente 
firma, me dirijo a su despacho muy respetuosamente en mi calidad de apoderado 
judicial de la señora DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA, previo poder a mi 
conferido con la finalidad de presentar ACCIÓN DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  en contra  de las resoluciones DNP 0898 
de 2020, DNP 2568 de 2020 y GDD-DD 0005 de 2020 expedidos por 
COLPENSIONES EICE, entidad representada legamente por su gerente o quienes 
hagan sus veces, lo anterior en virtud de los siguientes: 
 

HECHOS 
 

1. A mi mandante se le reconoció pensión de vejez por parte colpensiones 
mediante resolución 025811 del 28 de julio de 2011. 
 

2. Se expide resolución DNP 0898 del 2020, la cual resolvió ordenar el 
reintegro de los valores pagados por concepto de mesada pensionales, 
préstamos, reintegros y nota debito por el periodo comprendido entre el 01 
de agosto de 2011 al 30 de noviembre de 2011y el 01 de mayo de 2012 al 
30 de diciembre de 2019. 
 

3. Lo anterior en atención a haber laborado como servidora pública y haber 
devengado la pensión de jubilación en este mismo lapso de tiempo. 
 

4. Sin embargo, en ningún momento se requirió o informó a mi mandante esta 

situación anómala. 

 

5. Colpensiones siguió recibiendo los aportes pensionales de mi mandante sin 

objeción alguna ante el evidente hecho de percibir doble asignación del 

tesoro nacional. 

 

6. Mi mandante siempre actuó de buena fe sin tener conocimiento alguno de 

que debía separarse del cargo que desempeñaba. 

 
7. Se notificó la resolución DNP 0898 de 2020, el día 17 de marzo de 2020. 

 

8. Contra esta resolución se interpone recurso de reposición en subsidio de 
apelación, el día 02 de junio de 2020 (por cuanto existió cierre de términos 
administrativos por motivo de la pandemia covid). 

 
9. Posteriormente se resolvió recurso y se expide la resolución DNP  2568 del 

2020, la cual resolvió confirmar la resolución DNP 0898 de 2020 en el 
sentido de ordenar el reintegro de los valores pagados por concepto de 
mesada pensionales, préstamos, reintegros y nota debito por el periodo 

4



SILVINO RAMÍREZ SOTO 

Abogado 

UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA 

Especialista en Derecho del Trabajo, Derecho Constitucional y Derecho Procesal Administrativo 

2 

 

comprendido entre el 01 de agosto de 2011 al 30 de noviembre de 2011y el 
01 de mayo de 2012 al 30 de diciembre de 2019. 
 

10. Se notificó resolución DNP  2568 del 2020, el día 14 de septiembre de 
2020. 

 
11. Se solicitó conciliación prejudicial ante la Procuraduría General de la Nación 

el pasado 06 de octubre de 2020. 
 

12. Se notificó resolución No GDD-DD 005 de 2020 el día 25 de noviembre de 
2020. 

 
13. El pasado 16 de diciembre de 2020 se lleva a cabo la correspondiente 

audiencia de conciliación donde acude la apoderada de COLPENSIONES 
EICE, sin embargo, la conciliación se considera fracasada por no llegar a 
fórmulas de arreglo. 
 

14. Se expide con fecha 16 de diciembre de 2020 el acta de no conciliación y la 
terminación del trámite conciliatorio. 

 
PRETENSIONES. 

 
1. Se declare la nulidad de las resoluciones DNP 0898 del 2020, DNP 

2568 de 2020 y GDD-DD 0005 de 2020. 
 

2. A título de restablecimiento del derecho se acojan las siguientes 

pretensiones 

 

a. Se exonere a mi mandante del deber de reintegrar dinero alguno 

por ser mi actuar cubierto por el principio de buena fe. 

b. Subsidiaria solicito se declaren prescritas las mesadas a 

reintegrar que superen los tres años de exigibilidad. 

 
3. Se condene en gastos y costas del proceso. 

 
4. Se de cumplimiento a las sentencia en los términos del CPACA. 
 
 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACION. 
 

Fundamento la presente en los artículos 29 y 53 constitucional junto con los 

artículos 97 y 164 de la ley 1437 de 2011. 

Es evidente que se busca revocar directamente un acto jurídico de carácter 

particular y concreto  lo es como la resolución 025811 del 28 de julio de 2011 sin 

que medie consentimiento del suscrito y recuperar unos dineros que fueron 

percibidos de buena fe por parte mía a pesar que el artículo 164 CPACA señala 

expresamente que “no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 

particulares de buena fe”, razón por la cual el acto administrativo impugnado está 
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vulnerando mis derechos fundamentales al debido proceso, pues contraviene los 

artículos  97 y 164 de la ley 1437 de 2011. 

Siendo así, lo procedente sería iniciar la acción de festividad con la salvedad que 

las mesadas pagadas y cobradas de buena fe por el suscrito quedan cubiertas por 

la prohibición expresa del artículo 164 ya citado y por ende no hay lugar a 

recuperar los valores señalados bajo el postulado de buena fe. 

 

 “Ahora bien, el principio constitucional de la buena fe, se encuentra 
contemplado por la Carta Política, en su artículo 83, en los siguientes 
términos: 

"ARTICULO 83. Las actuaciones de los particulares y de las 
autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la 
cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante 
éstas". 

Pese a que dicha norma es aparentemente clara, es fundamental 
considerar que la naturaleza jurídica de la buena fe como principio 
general del Derecho, implica que su vinculación a patrones fácticos 
específicos, es muy amplia y compleja y solo puede ser explicada en la 
medida en que se tenga clara la noción de buena fe. 

La buena fe, como principio general del Derecho, es el estado mental 
de honradez, de convicción en cuanto a la verdad o exactitud de un 
asunto, hecho u opinión o la rectitud de una conducta.  Exige, entonces, 
una conducta recta u honesta en relación con las partes interesadas en 
un acto, contrato o proceso.  En ocasiones se le denomina principio de 
probidad. 

El principio de buena fe en el Derecho Administrativo, significa que los 
poderes públicos no pueden defraudar la legítima confianza que los 
ciudadanos aprecian objetivamente en su actuación; de manera que el 
ciudadano puede confiar en la Administración y a su vez ésta puede 
confiar en el ciudadano; confianza que en todo caso, debe 
desprenderse de signos externos, objetivos, inequívocos, que induzcan 
racionalmente al administrado a confiar en la apariencia de legalidad de 
una actuación administrativa concreta. No puede deducirse de manera 
subjetiva o sicológicamente, suponiendo intenciones no objetivas. 

El numeral 2º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo  
dispone: 

“Los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse 
en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no 
habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de 
buena fe”.  

“Añade la Corporación que si se aceptara el reconocimiento de la 
pensión decretada por la resolución No. 002341 de 1993, dentro de los 
20 años de servicio exigidos para ese efecto, se estaría tomando 
tiempo de servicios que el Departamento del Tolima tuvo en cuenta 
para reconocer la pensión de jubilación a cargo de la Caja de Previsión 
de esa entidad territorial. 

6



SILVINO RAMÍREZ SOTO 

Abogado 

UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA 

Especialista en Derecho del Trabajo, Derecho Constitucional y Derecho Procesal Administrativo 

4 

 

Por ende, la Sala declarará la nulidad de la resolución acusada No. 
002341 de 1993. 

Sin embargo, ella considera que no es viable disponer el reintegro de 
las mesadas pensionales que han sido pagadas a la señora (…), como 
se solicita en el escrito introductorio del proceso, en virtud del 
reconocimiento de pensión de jubilación por el acto administrativo 
acusado, pues de acuerdo con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A, 
no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de 
buena fe, situación aplicable en el caso sub-judice, ya que le 
correspondía a la parte actora probar debidamente que la demandada 
cuando solicitó la pensión actúo de mala fe y ello no ocurrió así”.1 

Así mismo el consejo de estado en  concepto 25000-23-25-000-2011-
00609-02(3130-13) establece: 

Precisa la Sala que ésta clara línea jurisprudencial se ha mantenido 
para los casos en que se han recibido prestaciones periódicas tales 
como la pensión de jubilación producto de un error de la administración. 
No obstante, en tratándose de prestaciones unitarias se ha dado un 
tratamiento diverso, como el señalado en sentencia de la Subsección 
“B”, de 8 de mayo de 2008, dentro del expediente radicado con el No. 
0949 de 2006, en donde se consideró que la presunción para ese caso 
no estaba contemplada en la norma, la cual solo podía ser interpretada 
en su tenor literal, por lo que no se podía extender la tesis a todos 
aquellos pagos unitarios efectuados por la administración en virtud de 
actos administrativos y en consecuencia, para estos era viable la 
devolución del dinero. La posición así fijada encuentra su razón de ser 
en el principio de la buena fe, que implica la convicción del ciudadano, 
en que el acto emanado de la administración está sujeto a legalidad y 
por ende no tiene que prever que sea susceptible de demanda judicial o 
revocatoria, pues existe una legítima confianza en la actuación pública 
dada precisamente por la presunción de legalidad de la que gozan los 
actos administrativos. De acuerdo a lo anterior, tenemos que el 
principio de la buena fe señalado en el inciso segundo del artículo 
136 del Decreto 01 de 1984, incorpora una presunción legal, que 
admite prueba en contrario y por ello, le corresponde a quien lo 
echa de menos, probar que el peticionario actuó de mala fe. Por 
ello, en tratándose de un error de la administración al concederse 
el derecho a quien no reunía los requisitos legales, no puede la 
entidad alegar a su favor su propia culpa para tratar de recuperar 
un dinero que fue recibido por una persona de buena fe. 

Por otro lado , y en sustento de la pretensión subsidiaria presentada, se ha 
de señalar que la prescripción esta instituida en función de extinguir las 
obligaciones y en consecuencia, en materia laboral y de la seguridad social 
se ha establecido que son exigibles las deudas que no superen los tres años 
de causación, así las cosas se evidencia que las mesadas causadas del 26 
de mayo de 2017 hacia atrás están cubiertas por el fenómeno prescriptivo y 
en consecuencia se debe declarar prescrita las deudas que superen dicho 
periodo por haberse extinguido con el paso del tiempo. 

 
1 Sentencia del nueve (9) de noviembre de dos mil diecisiete (2017) , Radicación número: 05001 23 33 000 
2012 00816 02 (0371-17) Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ 
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PRUEBAS 

Se tengan en cuenta las siguientes pruebas documentales: 

• Solicito se tenga como prueba de lo expuesto mi expediente administrativo, 

en especial la historia laboral donde reposan los aportes patronales desde 

el año 2012, el cual debe ser exhibido por Colpensiones 

• Resolución No 2020_2179424_9. 

• Resolución DNP 0898 de 2020. 

• Recurso de reposición en subsidio de apelación contra la resolución0898 de 

2020. 

• Notificación resolución 0898 de 2020. 

• Resolución DNP 2568 de 2020. 

• Notificación Resolución 2568 de 2020. 

• Resolución No GDD-DD 005 de 2020. 

• Solicitud de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación 

delegada en asuntos administrativos. 

• Acta de conciliación de prejudicial ante la Procuraduría General de la 

Nación. 

 
TRÁMITE NATURALEZA CUANTÍA Y COMPETENCIA. 

   
Es usted competente señor Juez en atención a la vecindad de la demandada, la 

naturaleza del asunto y la cuantía de la presente acción se fija en $69.912.000 de 

acuerdo al valor del reintegro de las mesadas pensionales devengadas por mi 

mandante fijado por Colpensiones en los actos administrativos impugnados 

ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 

La cuantía de la pretensión se fija en $69.912.000 de acuerdo al valor del reintegro 
de las mesadas pensionales devengadas por mi mandante fijado por 
Colpensiones en los actos administrativos impugnados  
 

  
AGOTAMIENTO DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA 

 

La actuación administrativa fue agotada en cuanto se resolvieron los recursos de 

reposición y en subsidio de apelación interpuesto contra la resolución DNP 0898 

de 2020. 

 

MEDIDA CAUTELAR 

Solicito muy respetuosamente se ordene la suspensión provisional de las 

resoluciones demandadas mientras se define de fondo el medio de control 

interpuesto mediante el presente escrito, en cuanto es más que evidente que ha 

operado el fenómeno de la prescripción y hacer efectivas estas resoluciones 
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mientras se resuelve el medio de control atentaría contra el mínimo vital de mi 

mandante. 

ANEXOS 

 

Me permito anexar a la presente los documentos relacionados en el acápite de 

pruebas junto con el poder a mi conferido. 

 

 

NOTIFICACIONES 

Mi mandante en la calle 23 No. 15ª -17 Barrio popular de la ciudad de Tunja, quien 

a su vez no cuenta con correo electrónico para su notificación digital; el suscrito en 

la carrera 8 # 18-34 oficina 101, edificio Asturias Tunja, correo electrónico 

silvino_co@hotmail.com, cel.: 3115035185, COLPENSIONES en la Cra. 10 #16-

19, Tunja, Boyacá, correo electrónico, 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co el ministerio público en Calle 21 No. 

10 - 76 Piso 2 de la ciudad de Tunja correo@procuraduria.gov.co y la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en el correo 

Procesosnacionales@defensajuridica.gov.co.  

 

Sin otro particular me suscribo de usted con el mayor respeto. 
    
  

Atentamente, 
  

 
SILVINO RAMÍREZ SOTO 

C. C. No. 7.178.621 de Tunja 
T. P. No. 154.189 del C. S. de la J. 

 

9

mailto:silvino_co@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:correo@procuraduria.gov.co


10



11



12



13



14



15



16



17



18



19



20



21



22



23



24



25



26



27



28



29



30



31



32



33



34



35



36



37



38



39



40



41



42



43



44



45



46



47



48



49



50



51



52



53



54



55



56



57



58



59



60



61



62



63



64



65



66



67



68



69



70



71



72



73



74



75



76



77



Señor 

PROCURADOR 69 DELEGADO EN ASUNTOS  ADMINISTRATIVOS  
Tunja. 
 
Ref. 2020-072 
 
 
SILVINO RAMÍREZ SOTO, persona mayor de edad, vecino y residente en la ciudad 
de Tunja, identificado tal y como aparece al píe de mi correspondiente firma, me 
dirijo muy respetuosamente, con la finalidad de subsanar las causales de inadmisión 
de la solicitud de conciliación de la siguiente manera: 
 

1. Se anexa los actos administrativos impugnados y los recursos interpuestos 
contra el mismo. 
 

2. La cuantía de la pretensión se fija en $69.912.000 de acuerdo al valor del 
reintegro de las mesadas pensionales devengadas por mi mandante fijado 
por Colpensiones en los actos administrativos impugnados  
 

3. Se manifiesta bajo la gravedad del juramento que no se ha iniciado o 
solicitado otra audiencia de conciliación o medio de control por los mismos 
hechos que dan origen a la presente. 

 
En consecuencia se realiza la integración de la solicitud de conciliación subsanada 
con el inicialmente presentado, en consecuencia queda de la siguiente manera: 
 
SILVINO RAMÍREZ SOTO, persona mayor de edad, vecino y residente en la ciudad 
de Tunja, identificado tal y como aparece al píe de mi correspondiente firma, me 
dirijo muy respetuosamente, actuando en nombre y representación de la señora 
DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA ,  persona mayor de edad, vecina y 
residente en la ciudad de Tunja, me permito SOLICITAR CONCILIACION  CON LA 
FINALIDAD DE PRECAVER EL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en contra de las resoluciones DNP 0898 
de 2020, DNP 2568 de 2020 y contra el acto administrativo ficto o presunto  derivado  
de la no respuesta del recurso de apelación interpuesto expedidos por 
COLPENSIONES EICE, lo anterior en virtud de los siguientes 
 

HECHOS. 
 

1. A mi  mandante se le reconoció pensión de vejez por parte colpensiones 
mediante resolución 025811 del 28 de julio de 2011. 
 

2. Se expide resolución DNP 0898 del 2020, la cual resolvió ordenar el reintegro 
de los valores pagados por concepto de mesada pensionales, préstamos, 
reintegros y nota debito por el periodo comprendido entre el 01 de agosto de 
2011 al 30 de noviembre de 2011y el 01 de mayo de 2012 al 30 de diciembre 
de 2019. 
 

3. Se notificó la resolución DNP 0898 de 2020, el día 17 de marzo de 2020. 
 

4. Contra esta resolución se interpone recurso de reposición en subsidio de 
apelación, el día 02 de junio de 2020. 
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5. Posteriormente se resolvió recurso y se expide la resolución DNP  2568 del 
2020, la cual resolvió confirmar la resolución DNP 0898 de 2020 en el sentido 
de ordenar  el reintegro de los valores pagados por concepto de mesada 
pensionales, préstamos, reintegros y nota debito por el periodo comprendido 
entre el 01 de agosto de 2011 al 30 de noviembre de 2011y el 01 de mayo 
de 2012 al 30 de diciembre de 2019. 
 

6. Se notificó resolución DNP  2568 del 2020, el día  14 de septiembre de 2020. 
 

7. Sin embargo en ningún momento  se  requirió  o informo a  mi mandante  esta 

situación anómala, desde la fecha en que recibió la mesada pensional. 

 

8. Mi mandante siempre actuó de buena fe sin tener conocimiento alguno de 

que debía separarse del cargo que desempeñaba. 

 

9. No se ha presentado otra solicitud de conciliación o medio de control sobre 

los mismo hechos y omisiones que dan origen a la presente. 

PRETENSIONES 
 

1. Me permito solicitar audiencia de conciliación donde se cite a 
COLPENSIONES EICE y se diriman los conflictos suscitados. 

 
2. Que se declare la nulidad de las resoluciones DNP 0898 de 2020, DNP 2568 

de 2020. 

 

3. Así mismo se declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

derivado de la no respuesta del recurso de apelación interpuesto el día 02 de 

junio de 2020. 

 

4. A título de restablecimiento del derecho se acojan las siguientes pretensiones 

 

a. Se exonere a mi mandante del deber de reintegrar dinero alguno por 

ser mi actuar cubierto por el principio de buena fe. 

b. Subsidiaria solicito se declaren prescritas las mesadas a reintegrar 

que superen los tres años de exigibilidad. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento la presente en los artículos 29 y 53 constitucional junto con los artículos 

97 y 164 de la ley 1437 de 2011. 

Es evidente que se busca revocar directamente un acto jurídico de carácter 

particular y concreto  lo es como la resolución 025811 del 28 de julio de 2011 sin 

que medie consentimiento del suscrito y recuperar unos dineros que fueron 

percibidos de buena fe por parte mía a pesar que el artículo 164 CPACA señala 

expresamente que “no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 

particulares de buena fe”, razón por la cual el acto administrativo impugnado está 

vulnerando mis derechos fundamentales al debido proceso, pues contraviene los 

artículos  97 y 164 de la ley 1437 de 2011. 
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Siendo así, lo procedente sería iniciar la acción de lesividad con la salvedad que las 

mesadas pagadas y cobradas de buena fe por el suscrito quedan cubiertas por la 

prohibición expresa del artículo 164 ya citado y por ende no hay lugar a recuperar 

los valores señalados bajo el postulado de buena fe. 

 

 “Ahora bien, el principio constitucional de la buena fe, se encuentra 
contemplado por la Carta Política, en su artículo 83, en los siguientes 
términos: 

"ARTICULO 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se 
presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas". 

Pese a que dicha norma es aparentemente clara, es fundamental 
considerar que la naturaleza jurídica de la buena fe como principio 
general del Derecho, implica que su vinculación a patrones fácticos 
específicos, es muy amplia y compleja y solo puede ser explicada en la 
medida en que se tenga clara la noción de buena fe. 

La buena fe, como principio general del Derecho, es el estado mental de 
honradez, de convicción en cuanto a la verdad o exactitud de un asunto, 
hecho u opinión o la rectitud de una conducta.  Exige, entonces, una 
conducta recta u honesta en relación con las partes interesadas en un 
acto, contrato o proceso.  En ocasiones se le denomina principio de 
probidad. 

El principio de buena fe en el Derecho Administrativo, significa que los 
poderes públicos no pueden defraudar la legítima confianza que los 
ciudadanos aprecian objetivamente en su actuación; de manera que el 
ciudadano puede confiar en la Administración y a su vez ésta puede 
confiar en el ciudadano; confianza que en todo caso, debe desprenderse 
de signos externos, objetivos, inequívocos, que induzcan racionalmente 
al administrado a confiar en la apariencia de legalidad de una actuación 
administrativa concreta. No puede deducirse de manera subjetiva o 
sicológicamente, suponiendo intenciones no objetivas. 

El numeral 2º del artículo 136 del Código Contencioso 
Administrativo  dispone: 

“Los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse 
en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no 
habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena 
fe”.  

“Añade la Corporación que si se aceptara el reconocimiento de la pensión 
decretada por la resolución No. 002341 de 1993, dentro de los 20 años 
de servicio exigidos para ese efecto, se estaría tomando tiempo de 
servicios que el Departamento del Tolima tuvo en cuenta para reconocer 
la pensión de jubilación a cargo de la Caja de Previsión de esa entidad 
territorial. 

Por ende, la Sala declarará la nulidad de la resolución acusada No. 
002341 de 1993. 

Sin embargo, ella considera que no es viable disponer el reintegro de las 
mesadas pensionales que han sido pagadas a la señora (…), como se 
solicita en el escrito introductorio del proceso, en virtud del 
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reconocimiento de pensión de jubilación por el acto administrativo 
acusado, pues de acuerdo con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A, 
no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de 
buena fe, situación aplicable en el caso sub-judice, ya que le 
correspondía a la parte actora probar debidamente que la demandada 
cuando solicitó la pensión actúo de mala fe y ello no ocurrió así”.1 

Así mismo el consejo de estado en  concepto 25000-23-25-000-2011-
00609-02(3130-13) establece: 

Precisa la Sala que ésta clara línea jurisprudencial se ha mantenido para 
los casos en que se han recibido prestaciones periódicas tales como la 
pensión de jubilación producto de un error de la administración. No 
obstante, en tratándose de prestaciones unitarias se ha dado un 
tratamiento diverso, como el señalado en sentencia de la Subsección “B”, 
de 8 de mayo de 2008, dentro del expediente radicado con el No. 0949 
de 2006, en donde se consideró que la presunción para ese caso no 
estaba contemplada en la norma, la cual solo podía ser interpretada en 
su tenor literal, por lo que no se podía extender la tesis a todos aquellos 
pagos unitarios efectuados por la administración en virtud de actos 
administrativos y en consecuencia, para estos era viable la devolución 
del dinero. La posición así fijada encuentra su razón de ser en el principio 
de la buena fe, que implica la convicción del ciudadano, en que el acto 
emanado de la administración está sujeto a legalidad y por ende no tiene 
que prever que sea susceptible de demanda judicial o revocatoria, pues 
existe una legítima confianza en la actuación pública dada precisamente 
por la presunción de legalidad de la que gozan los actos administrativos. 
De acuerdo a lo anterior, tenemos que el principio de la buena fe 
señalado en el inciso segundo del artículo 136 del Decreto 01 de 
1984, incorpora una presunción legal, que admite prueba en 
contrario y por ello, le corresponde a quien lo echa de menos, 
probar que el peticionario actuó de mala fe. Por ello, en tratándose 
de un error de la administración al concederse el derecho a quien 
no reunía los requisitos legales, no puede la entidad alegar a su 
favor su propia culpa para tratar de recuperar un dinero que fue 
recibido por una persona de buena fe. 

Por otro lado se ha de señalar que la prescripción esta instituida en función de 
extinguir las obligaciones y en consecuencia, en materia laboral y de la 
seguridad social se ha establecido que son exigibles las deudas que no 
superen los tres años de causación, así las cosas se evidencia que las 
mesadas causadas del 26 de mayo de 2017 hacia atrás están cubiertas por el 
fenómeno prescriptivo y en consecuencia se debe declarar prescrita las 
deudas que superen dicho periodo por haberse extinguido con el paso del 
tiempo. 

PRUEBAS 

Se tengan en cuenta las siguientes pruebas documentales: 

• Solicito se tenga como prueba de lo expuesto mi expediente administrativo, 

en especial la historia laboral donde reposan los aportes patronales desde el 

año 2012. 

• Resolución No 2020_2179424_9. 

• Resolución DNP 0898 de 2020. 

 
1 Sentencia del nueve (9) de noviembre de dos mil diecisiete (2017) , Radicación número: 05001 23 33 000 
2012 00816 02 (0371-17) Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ 
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• Notificación resolución 0898 de 2020.   

• Resolución DNP 2568 de 2020. 

• Notificación Resolución 2568 de 2020.   

• Recurso de reposición en subsidio de apelación contra la resolución 0898 de 

2020. 

ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 

La cuantía de la pretensión se fija en $69.912.000 de acuerdo al valor del reintegro 
de las mesadas pensionales devengadas por mi mandante fijado por Colpensiones 
en los actos administrativos impugnados  

 

ANEXOS 

Me permito anexar poder debidamente conferido y  los documentos relacionados en 

el acápite de pruebas. 

NOTIFICACIONES 

Mi mandante en la calle 23 No. 15ª -17 Barrio popular de la ciudad de Tunja, El 

suscrito en la carrera 8 # 18-34 oficina 101, edificio Asturias Tunja, correo 

electrónico silvino_co@hotmail.com, cel.: 3115035185, colpensiones  Cra. 10 #16-

19, Tunja, Boyacá, correo electrónico, 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 

Sin otro particular me suscribo de usted con el mayor respeto. 
    
  

Atentamente, 
  

 
SILVINO RAMÍREZ SOTO 

C. C. No. 7.178.621 de Tunja 
T. P. No. 154.189 del C. S. de la J. 
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

  PROCURADURÍA 45 JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 
 

Radicación N.°20-093 SIGDEA E-2020-505889 de 29 de septiembre de 20201 
 

Convocante (s): DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA    
 
Convocado (s): ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES   
 
Medio de control:           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 
En Tunja, hoy dieciséis (16) de diciembre de dos mil veinte (2020), siendo las 02:00 p.m., procede 
el despacho de la Procuraduría 45 Judicial II para Asuntos Administrativos a continuar con la  
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL de la referencia dejando constancia que la 
misma se adelantará en la modalidad no presencial de conformidad con lo establecido en las 
Resoluciones Nos. 0127 del 16 de marzo de 2020 y 312 de 2020, utilizando para el efecto correos 
electrónicos sucesivos, así como videoconferencia a través del Programa Zoom. Participan en la 
presente audiencia virtual la señora DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA identificada con cédula 
de ciudadanía No.40.008.673 de Tunja en calidad de convocante, el abogado SILVINO RAMIREZ 
SOTO, identificado con cédula de ciudadanía No.7.178.621 de Tunja  y Tarjeta Profesional 
N°154.189 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado de la parte convocante, 
la abogada MARIANA AVELLA MEDINA, identificada con cédula de ciudadanía N°1.057.574.813 
de Sogamoso, portadora de la Tarjeta Profesional N°251.842 del Consejo Superior de la Judicatura, 
en calidad de apoderada sustituta de la parte convocada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES-COLPENSIONES. Acto seguido el Procurador con fundamento en lo establecido en el 
artículo 23 de la Ley 640 de 2001 en concordancia con lo señalado en el numeral 4 del artículo 44 
del Decreto 262 de 2000, declara abierta la audiencia e instruye a las partes sobre los objetivos, 
alcance y límites de la conciliación extrajudicial en materia contenciosa administrativa como 
mecanismo alternativo para la solución de conflictos.  En este estado de la diligencia se concede el 
uso de la palabra a las partes para que expongan sucintamente sus posiciones, en virtud de lo cual 
la parte convocante manifiesta: “Me ratifico en los hechos y pretensiones de la solicitud de 
conciliación, relacionados con: PRETENSIONES:  

 

“1. Me permito solicitar audiencia de conciliación donde se cite a COLPENSIONES EICE y 
se diriman los conflictos suscitados. 
 
2. Que se declare la nulidad de las resoluciones DNP 0898 de 2020, DNP 2568 de 2020. 
 
3. Así mismo se declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto derivado de la no 
respuesta del recurso de apelación interpuesto el día 02 de junio de 2020. 
 
4. A título de restablecimiento del derecho se acojan las siguientes pretensiones  
 
a. Se exonere a mi mandante del deber de reintegrar dinero alguno por ser mi actuar cubierto 
por el principio de buena fe. 
 
b. Subsidiaria solicito se declaren prescritas las mesadas a reintegrar que superen los tres 
años de exigibilidad”.  

 
El apoderado de la parte convocante informa que en el transcurso del trámite de la solicitud de 
conciliación la entidad convocada emitió respuesta al recurso de apelación interpuesto frente a la 
Resolución No. 0898 de 2020, a través de la Resolución No. GDD-DD 005 del 27 de octubre de 
2020, confirmando la decisión inicialmente adoptada.  

 
Seguidamente, se le concede el uso de la palabra a la apoderada de la parte convocada 
COLPENSIONES con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación 

 
1 Se deja constancia que la solicitud de la referencia correspondió inicialmente su conocimiento a la Procuraduría 69 Judicial 

I para Asuntos Administrativos de Tunja, dependencia que mediante auto calendado 23 de octubre de 2020 la remite por 
competencia a las Procuradurías Judiciales II. Es así como mediante reparto del 26 de octubre de 2020, se asigna a esta 
Procuraduría para impartirle el trámite correspondiente.  
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(o por el representante legal) de la entidad en relación con la solicitud incoada: “Que tal y como 
consta en el Acta No. 188-2020 del 14 de diciembre de 2020 del Comité de Conciliación y Defensa 
Judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, respecto del caso 
DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA identificado(a) con cédula de ciudadanía No 40008673, en 
proceso bajo radicado No 20-093 SIDGEA E-2020-505889, quien pretende; a título de 
restablecimiento del derecho se exonere al demandante del deber de reintegrar dinero alguno por 
ser el actuar cubierto por el principio de buena fe, dicho órgano decidió de manera unánime: 
NO proponer fórmula conciliatoria”. Aportó a través de correo electrónico certificación emitida por la 
Secretaria Técnica del Comité de Conciliación en 4 folios.  
 
En este estado de la diligencia el Procurador pregunta a la parte convocante si no es factible 
presentar propuesta conciliatoria, con el fin de que se reintegre las sumas teniendo en cuenta para 
ello el fenómeno de prescripción. A lo que la parte indica que es factible dicha propuesta. De dicha 
manifestación se corre traslado a la entidad convocada, quien indica que no existe ánimo 
conciliatorio.   
 
El procurador judicial, en atención a la falta de ánimo conciliatorio de la parte convocada declara 
fallida la presente audiencia de conciliación y da por surtido el trámite conciliatorio extrajudicial. En 
consecuencia, ordena la expedición de la constancia de Ley, y el archivo del expediente. Precisa el 
Despacho que la constancia podrá ser retirada por la parte interesada una vez se supere la 
emergencia sanitaria, enviándose por el momento copia del acta y de la constancia respectiva, a 
través del correo electrónico suministrado por el apoderado de la convocante. En constancia de lo 
anterior se da por concluida la diligencia y se firma el acta por el Procurador, de conformidad con lo 
establecido en la Resolución No. 0127 del 16 de marzo de 2020, siendo las 2:22 P.M. 
 
 
 

 
_______________________________ 
LUIS ARTURO HERRERA HERRERA 
Procurador 45 Judicial II para Asuntos Administrativos 
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

  PROCURADURÍA 45 JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 
 

Radicación N.°20-093 SIGDEA E-2020-505889 de 29 de septiembre de 20201 
 

Convocante (s): DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA    
 
Convocado (s): ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES   
 
Medio de control:           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 
En los términos del artículo 2.o de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 

6.o del artículo 2.2.4.3.1.1.9 del Decreto 1069 de 20152, el Procurador 45 Judicial II para Asuntos 

Administrativos expide la siguiente 
  

CONSTANCIA: 
  

1. Mediante apoderado, la parte convocante DORIAN MARIA CASTRO DE SEGURA presentó 
solicitud de conciliación extrajudicial el día 29 de septiembre de 2020, convocando a la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES.  
 

2. Las pretensiones de la solicitud fueron las siguientes: 
 

“1. Me permito solicitar audiencia de conciliación donde se cite a COLPENSIONES EICE y 
se diriman los conflictos suscitados. 
 
2. Que se declare la nulidad de las resoluciones DNP 0898 de 2020, DNP 2568 de 2020. 
 
3. Así mismo se declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto derivado de la no 
respuesta del recurso de apelación interpuesto el día 02 de junio de 2020. 
 
4. A título de restablecimiento del derecho se acojan las siguientes pretensiones  
 
a. Se exonere a mi mandante del deber de reintegrar dinero alguno por ser mi actuar cubierto 
por el principio de buena fe. 
b. Subsidiaria solicito se declaren prescritas las mesadas a reintegrar que superen los tres 
años de exigibilidad”.  

 
El apoderado de la parte convocante en la audiencia de conciliación virtual adelantada el 16 de 
diciembre de 2020 informa al Despacho que en el transcurso del trámite de la solicitud de conciliación 
la entidad convocada emitió respuesta al recurso de apelación interpuesto frente a la Resolución No. 
0898 de 2020, a través de la Resolución No. GDD-DD 005 del 27 de octubre de 2020, confirmando 
la decisión inicialmente adoptada, por lo que se incluyó este acto dentro de los que se pretenden 
sean revocados por la Convocada en un eventual acuerdo conciliatorio. 

 

 
1 Se deja constancia que la solicitud de la referencia correspondió inicialmente su conocimiento a la Procuraduría 69 Judicial 

I para Asuntos Administrativos de Tunja, dependencia que mediante auto calendado 23 de octubre de 2020 la remite por 

competencia a las Procuradurías Judiciales II. Es así como mediante reparto del 26 de octubre de 2020, se asigna a esta 

Procuraduría para impartirle el trámite correspondiente.  

2 Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015 "Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y 

del Derecho". Antiguo artículo 9° del Decreto 1716 de 2009. 
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3. El día de la audiencia celebrada de forma virtual el 16 de diciembre de 2020, la conciliación se 
declaró fallida ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, por no existir ánimo conciliatorio de 
la parte convocada. 
 

4. De conformidad con lo anteriormente expuesto, se da por agotado el requisito de procedibilidad 
exigido para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de acuerdo a lo dispuesto 
en los artículos 35 y 37 de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo establecido en el artículo 
161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA.   

 

5. En los términos de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo establecido en el Decreto 1069 

de 2015 y el artículo 4° de la Resolución 127 del 16 de marzo de 2020, se dejará a su disposición 
la constancia física. 
 

Dada en Tunja, a los dieciséis (16) días del mes de diciembre del año dos mil veinte (2020). 
 
 

 
LUIS ARTURO HERRERA HERRERA 

Procurador 45 Judicial II para Asuntos Administrativos 
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